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    AMPARO INDIRECTO: 653/2026-IX
QUEJOSO: EDUARDO DEL MARTIN ALBOR VILLANUEVA
AUTORIDADES RESPONSABLES:
ANGEL ANTONIO UC MAY, FISCAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DEL FUERO COMÚN ADSCRITO A LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN COMBATE A DELITOS PATRIMONIALES.

ASUNTO. Se avisa a este juzgado federal que el quejoso interpone recurso de revisión en contra del acuerdo de fecha 10 de junio del año 2026.


H. JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO.

PRESENTE 

EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA, con la personalidad que se tiene debidamente reconocida como quejoso en el asunto que se cita al rubro, con el debido respeto comparezco para exponer lo siguiente:

Por medio del presente escrito respetuosamente se avisa a este Juzgado Federal que, con esta fecha, se ha interpuesto RECURSO DE REVISIÓN en términos del artículo 81, fracción I, inciso d)[footnoteRef:0]  de la Ley de Amparo contra del acuerdo dictado en fecha 10 de junio del año 2026, del asunto citado al rubro en la cual se SOBRESEE FUERA DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL LA DEMANDA DE GARANTÍAS; consecuentemente, se solicita a esta autoridad jurisdiccional se sirva realizar lo siguiente: [0:  Artículo 81. Procede el recurso de revisión: 
I. En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes:
d) Las que declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional; y .] 


1. Tener por interpuesta la presente revisión.
2. Certificar la fecha de notificación de dicha resolución y la fecha de interposición del recurso.
3. Con las copias que se acompañan de este escrito y el de expresión de agravios, correr traslado a las demás partes en el juicio, dando cumplimiento a lo dispuesto por el párrafo tercero del artículo 88 de la Ley de Amparo.
4. Remitir los autos del presente recurso de revisión interpuesto en el incidente de suspensión en el plazo máximo que para estos casos se encuentra establecido en el artículo 90 de la Ley de Amparo.

Por lo expuesto y fundado, a Usted Juez Segundo de Distrito en el Estado de Quintana Roo, de la manera más atenta se le solicita:

PRIMERO. Tener por presentada a la parte quejosa en los términos del presente escrito interponiendo la revisión contra la resolución que se indica.

SEGUNDO. Realizar la certificación solicitada y distribución de las copias de traslado entre las partes, procediendo a la remisión del asunto dentro de los plazos y términos establecidos en el artículo 90 de la ley de amparo

TERCERO. En su oportunidad, remitir los autos al Tribunal colegiado de circuito que por turno corresponda.

PROTESTO LO NECESARIO.



______________________________________


EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA
RECURSO DE REVISIÓN
INTERPUESTO CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DICTADA EN ACUERDO DE FECHA 10 DE JUNIO DEL AÑO 2026 EN LOS AUTOS DEL AMPARO INDIRECTO 653/2026-IX POR EL JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO

QUEJOSO: EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA

AUTORIDADES RESPONSABLES:
JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO.


SEÑORES MAGISTRADOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN CANCÚN, QUINTANA ROO, EN TURNO.


[bookmark: _heading=h.krgemixjqc05]EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA, mexicano mayor de edad, quejoso del asunto del cual deriva el presente recurso, ante Ustedes, con el debido respeto, comparezco y expongo lo siguiente:

AUTORIZADOS EN TÉRMINOS AMPLIOS.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 12, primer párrafo, de la Ley de Amparo,  autorizo en términos amplios a los licenciado en derecho, licenciado en derecho Álvaro Adrián Pegueros Castillo con número de cédula profesional 14486345, Doctor en Derecho Fidel Gabriel Villanueva Rivero con número de cédula profesional 9380620, a la Licenciada María Estefany Arceo Mis con cédula profesional 12732758, Licenciado en derecho Daniel Ulises Nava López con número de cédula profesional 4463534, por lo que quedarán facultados para: interponer los recursos que procedan; ofrecer y desahogar pruebas; alegar en las audiencias; solicitar la suspensión o el diferimiento y realizar cualquier acto que resulte necesario para el ejercicio de los derechos de la suscrita, solicitando desde este momento y para todos los efectos legales a que haya lugar.

SE SEÑALAN AUTORIZADOS.
De igual forma, con apoyo en los artículos 12 y 24 de la ley federal en cita, autorizo para recibir toda clase de notificaciones, documentos o valores, así como imponer en autos al pasante en derecho Alberto Arturo Pegueros Castillo, Fidel Arturo Ladrón de Guevara Bravo y Sergio Alejandro Rasso Sosa.

VINCULACIÓN AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO
De igual manera debido a que actualmente el uso de la Firma Electrónica como medio electrónico permite ingresar al Sistema del Poder Judicial de la Federación como opción para promover juicios de amparo, escritos, consultar los expedientes electrónicos relativos a los juicios y los diversos asuntos relacionados con éstos, autorizo el nombre de usuario, “fidelvillanueva” con correo electrónico notificaciones@cejum.com, “marceomis” con correo electrónico mearceomis@gmail.com,  y asi tambien  “alvaro_pegueros” con correo electrónico alvaro_pegueros@hotmail.com, para que por este medio se realice la vinculación del expediente electrónico que pueda derivar de la presente demanda de amparo.
[bookmark: _heading=h.w6orhq6ahghz]
Por medio del presente escrito y con fundamento en los artículos 103, fracción I[footnoteRef:1] y 107, párrafo primero, y fracción X[footnoteRef:2] de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso d), 84[footnoteRef:3], 86[footnoteRef:4], 88[footnoteRef:5], 89[footnoteRef:6] y 90[footnoteRef:7] de la Ley de Amparo, se interpone RECURSO DE REVISIÓN contra del acuerdo de fecha 10 de junio de 2026 en los autos del amparo indirecto 653/2026-IX por el Juez Segundo de Distrito en Quintana Roo, acuerdo en el cual sobresee al quejoso la demanda de garantías. [1:  Artículo 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite 
I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;]  [2:  Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 
X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés social. Tratándose de juicios de amparo en los que se reclame la inconstitucionalidad de normas generales, en ningún caso la suspensión podrá concederse con efectos generales. Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la promoción del amparo, y en las materias civil, mercantil y administrativa, mediante garantía que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión pudiere ocasionar al tercero interesado. La suspensión quedará sin efecto si éste último da contragarantía para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;]  [3:  Artículo 84. Son competentes los tribunales colegiados de circuito para conocer del recurso de revisión en los casos no previstos en el artículo anterior. Las sentencias que dicten en estos casos no admitirán recurso alguno.]  [4:  Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá en el plazo de diez días por conducto del órgano jurisdiccional que haya dictado la resolución recurrida. 
La interposición del recurso por conducto de órgano diferente al señalado en el párrafo anterior no interrumpirá el plazo de presentación.]  [5:  Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito en el que se expresarán los agravios que cause la resolución impugnada. 
Si el recurso se interpone en contra de una resolución dictada en amparo directo, el o la recurrente deberá transcribir textualmente la parte de la sentencia que contenga un pronunciamiento sobre constitucionalidad de normas generales o establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o la parte del concepto de violación respectivo cuyo análisis se hubiese omitido en la sentencia. 
En caso de que el escrito de expresión de agravios se presente en forma impresa, el o la recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes. Esta exigencia no será necesaria en los casos que el recurso se presente en forma electrónica.
Cuando no se haga la transcripción a que se refiere el párrafo primero o no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se afecte al o la recurrente por actos restrictivos de la libertad, se trate de menores de edad o de incapaces, o se afecten derechos agrarios de núcleos de población ejidal o comunal o de personas ejidatarias o comuneras en lo individual, o quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional expedirá las copias correspondientes.]  [6:  Artículo 89. Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubiere presentado los distribuirá entre las partes y dentro del término de tres días, contados a partir del día siguiente al que se integre debidamente el expediente, remitirá el original del escrito de agravios y el cuaderno principal a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o al tribunal colegiado de circuito, según corresponda. Para el caso de que el recurso se hubiere presentado de manera electrónica, se podrá acceder al expediente de esa misma forma.]  [7:  Artículo 90. Tratándose de resoluciones relativas a la suspensión definitiva, el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse dentro del plazo de tres días, contados a partir del día siguiente al en que se integre debidamente el expediente, quedando su duplicado ante el órgano jurisdiccional en contra de cuya resolución se interpuso el recurso. Tratándose del interpuesto por la vía electrónica, se enviará el expediente electrónico. ] 

Previo a expresar los agravios, se justifica la oportunidad en la interposición del recurso.

OPORTUNIDAD. 
El auto recurrido fue notificado al quejoso, mediante notificación por lista el 11 de junio de 2026; razones por las cuales, si en amparo las notificaciones surten sus efectos al día hábil siguiente al de la notificación o publicación por lista, de conformidad con la fracción II del artículo 31[footnoteRef:8] de la Ley de Amparo.  Considerando lo anterior, el plazo de 10 días hábiles para interponer el recurso de revisión a que se refiere el artículo 86, párrafo primero, de la Ley de Amparo, en el caso particular, comenzarán a contarse a partir del día siguiente en que el quejoso sea notificado. Por lo que los términos se computan de la siguiente manera: [8:  Artículo 31. Las notificaciones surtirán sus efectos conforme a las siguientes reglas:
II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación y publicación de la lista que se realice en los términos de la presente Ley. Tratándose de aquellas personas usuarias que cuenten con Firma Electrónica, la notificación por lista surtirá sus efectos cuando llegado el término al que se refiere la fracción II del artículo 30, no hubieren generado la constancia electrónica que acredite la consulta de los archivos respectivos, debiendo asentar el actuario o actuaria la razón correspondiente, y] 

	PLAZOS

	11 de junio de 2026
	Fecha en la que me notificaron el acuerdo el cual constituye el acto reclamado.

	12 de junio de 2026.
	Fecha que comienza a correr el término.

	22 de junio de 2026.
	Fecha de presentación del recurso.

	26 de junio de 2026.
	Vence el término para presentar el recurso correspondiente.



Toda vez que el presente recurso se interpone antes de la conclusión de la fecha de término, debe reconocerse su oportunidad.

PROCEDENCIA. 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 81, fracción I, inciso d) de la Ley de Amparo, tratándose el amparo indirecto ante juzgados de distrito, procede el recurso de revisión contra la resolución que SOBRESEE FUERA DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL LA DEMANDA DE GARANTÍAS. 

AGRAVIOS.

AGRAVIO GENERAL: DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN EL PRESENTE JUICIO DE GARANTÍAS FUERA DE AUDIENCIA.
Es menester, hacer notar lo sostenido por el Juez Ségundo de Distrito, que a la letra señaló lo siguiente:

“procede decretar el sobreseimiento en el presente juicio de garantías fuera de audiencia ”

AGRAVIO PARTICULAR:  ILEGALIDAD DEL SOBRESEIMIENTO DECRETADO FUERA DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, AL NO ACTUALIZARSE UNA CAUSA NOTORIA, MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.

REFUTATIO: Causa agravio al suscrito el acuerdo de fecha diez de junio de dos mil veintiséis, mediante el cual el Juez Segundo de Distrito determinó decretar el sobreseimiento del juicio de amparo fuera de audiencia constitucional, bajo el argumento de que habían cesado los efectos del acto reclamado, dejando sin efectos la audiencia constitucional previamente señalada. Tal determinación resulta violatoria de los artículos 1°, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los artículos 61, 63 y 65 de la Ley de Amparo, en virtud de que el órgano jurisdiccional arribó a una conclusión anticipada sin realizar un estudio integral del asunto sometido a su conocimiento y sin verificar que efectivamente hubiera desaparecido la materia constitucional del juicio.
El juzgador sostuvo que la autoridad responsable emitió una respuesta al escrito presentado por el suscrito el seis de mayo de dos mil veintiséis y, por esa sola circunstancia, estimó actualizada la causal de improcedencia relativa a la cesación de los efectos del acto reclamado. Sin embargo, dicha apreciación parte de una premisa incorrecta, pues la simple emisión de una respuesta administrativa no implica, por sí misma, que hayan desaparecido todas las consecuencias jurídicas derivadas de la violación constitucional denunciada. Debe recordarse que el juicio de amparo tiene como finalidad restituir al gobernado en el pleno goce del derecho fundamental vulnerado, por lo que únicamente puede estimarse actualizada la causal de improcedencia cuando la restitución haya sido total, absoluta e incondicional. En el presente asunto ello no ocurrió, pues subsisten los actos de investigación, los actos de molestia y la afectación al derecho de defensa adecuada derivados de la carpeta de investigación iniciada en contra del suscrito.
En ese sentido, el Juez de Distrito realizó un estudio meramente formal del acto reclamado, limitándose a constatar que existía un oficio mediante el cual la autoridad responsable afirmaba haber emitido respuesta, pero omitió analizar si dicha actuación realmente reparaba la violación constitucional denunciada y si restituía plenamente al quejoso en el ejercicio de sus derechos fundamentales. La determinación recurrida también resulta ilegal porque el juzgador decidió prescindir de la celebración de la audiencia constitucional, privando al suscrito de la posibilidad procesal de combatir el contenido del informe justificado, ofrecer mayores argumentos jurídicos, formular objeciones respecto de las documentales exhibidas por la autoridad responsable y demostrar que el acto reclamado continuaba produciendo consecuencias jurídicas.
Es precisamente en la audiencia constitucional donde debe efectuarse el análisis completo sobre la constitucionalidad de los actos reclamados y donde las partes tienen oportunidad de controvertir las pruebas y manifestaciones realizadas por la autoridad responsable. Al cancelar dicha audiencia bajo el argumento de una supuesta cesación de efectos que no era evidente ni incontrovertible, el Juez restringió indebidamente el derecho de acceso efectivo a la justicia previsto en el artículo 17 constitucional. Debe destacarse que la propia jurisprudencia invocada por el Juez establece que la cesación de efectos únicamente puede actualizarse cuando todos los efectos del acto reclamado han sido destruidos de manera total e incondicional, de forma que las cosas vuelvan exactamente al estado que guardaban antes de la violación constitucional. Precisamente ese supuesto no acontece en el presente asunto, pues la afectación jurídica continúa vigente al persistir la carpeta de investigación, las actuaciones ministeriales y los actos de investigación que dieron origen a la solicitud presentada por el suscrito. En consecuencia, el sobreseimiento decretado fuera de audiencia constitucional constituye una determinación prematura, insuficientemente fundada y motivada, que impidió el análisis integral del fondo del asunto y vulneró el derecho humano a una tutela judicial efectiva.
SEGUNDO AGRAVIO. - INCORRECTA DETERMINACIÓN DE QUE CESARON LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, PUES PERSISTEN LOS ACTOS DE MOLESTIA Y LA AFECTACIÓN AL DERECHO HUMANO DE DEFENSA ADECUADA.

Es menester, hacer notar lo sostenido por el Juez Ségundo de Distrito, que a la letra señaló lo siguiente:

“que han cesado los efectos del acto reclamado, pues éste ha dejado de surtir sus efectos en perjuicio de la persona quejosa”.

PRIMER REFUTATIO. También causa agravio la consideración efectuada por el Juez de Distrito al sostener que “han cesado los efectos del acto reclamado, pues éste ha dejado de surtir sus efectos en perjuicio de la persona quejosa”, ya que dicha afirmación carece de sustento jurídico y de una adecuada motivación. El órgano jurisdiccional confundió la emisión extemporánea de una respuesta administrativa con la desaparición total del acto reclamado. Son dos situaciones completamente distintas. El acto reclamado no debe analizarse de manera aislada ni con un criterio meramente formal, sino atendiendo al contexto constitucional en el que surgió la violación reclamada.
La solicitud presentada el seis de mayo de dos mil veintiséis no fue promovida de manera espontánea o caprichosa, sino porque el suscrito tuvo conocimiento de que agentes policiales acudieron a mi domicilio con motivo de una carpeta de investigación que se seguía en mi contra, circunstancia que generó una evidente afectación a mi esfera jurídica y motivó la necesidad de conocer el contenido de dicha investigación para ejercer oportunamente mi derecho de defensa. Por ello, la omisión de contestar la solicitud no constituyó un acto aislado, sino una manifestación más de una serie de actos de investigación desarrollados por la autoridad ministerial que restringieron el ejercicio pleno del derecho de defensa adecuada reconocido en el artículo 20, apartado B, de la Constitución Federal. El derecho de defensa adecuada no inicia únicamente cuando una persona comparece ante un juez, sino desde el momento mismo en que existe una investigación penal dirigida en su contra. Así lo reconoce el propio sistema penal acusatorio previsto en el Código Nacional de Procedimientos Penales, el cual impone al Ministerio Público la obligación de conducir la investigación respetando en todo momento los derechos fundamentales de las personas sujetas a investigación.
En ese contexto, mientras el Ministerio Público omitía responder la solicitud formulada por el suscrito, la carpeta de investigación continuó su trámite ordinario, pudiéndose practicar diligencias, emitir determinaciones, solicitar actos de investigación y realizar actuaciones ministeriales sin que el suscrito contara con la información necesaria para ejercer una defensa técnica y efectiva. La afectación constitucional, por tanto, no desaparece con la emisión posterior de un oficio.
El perjuicio ya se había consumado. Durante varias semanas el suscrito permaneció imposibilitado para conocer oportunamente el contenido de la carpeta de investigación, las diligencias practicadas y los actos ministeriales realizados, situación que generó una afectación material al ejercicio de mi defensa y colocó al suscrito en un evidente estado de incertidumbre jurídica. Aunado a ello, debe resaltarse que la respuesta emitida por la autoridad responsable fue consecuencia directa de la promoción del presente juicio de amparo. La solicitud fue presentada desde el seis de mayo de dos mil veintiséis y permaneció injustificadamente sin acuerdo durante un periodo considerable. No fue sino hasta que se promovió el juicio constitucional y que los defensores del suscrito acudieron personalmente a las instalaciones de la Fiscalía para exigir que se atendiera la petición, cuando finalmente la autoridad decidió emitir el acuerdo correspondiente.
Aceptar que una actuación tardía produzca automáticamente el sobreseimiento del juicio constitucional implicaría validar una práctica procesal contraria al principio de tutela judicial efectiva, permitiendo que las autoridades incumplan inicialmente sus obligaciones constitucionales y únicamente las satisfagan cuando el gobernado se vea obligado a promover un juicio de amparo.
Debe resaltarse igualmente que, contrario a lo sostenido por la autoridad jurisdiccional, el suscrito no fue notificado de manera legal y efectiva del acuerdo que supuestamente hizo cesar el acto reclamado, por lo que resulta jurídicamente incorrecto afirmar que desaparecieron sus efectos sin verificar previamente que la notificación cumpliera con las formalidades legales y hubiera permitido al promovente conocer íntegramente el contenido de dicha determinación. La sola afirmación realizada por la autoridad responsable dentro de su informe justificado no constituye prueba suficiente para tener por demostrada la cesación absoluta del acto reclamado, pues precisamente ese aspecto era materia de controversia y debía ser objeto de análisis durante la audiencia constitucional.
Finalmente, debe insistirse en que continúan subsistiendo los actos de molestia que dieron origen al presente juicio de garantías, toda vez que la carpeta de investigación continúa abierta, las actuaciones ministeriales siguen produciendo consecuencias jurídicas y el derecho de defensa adecuada continúa viéndose afectado por actuaciones realizadas desde el inicio de la investigación. En consecuencia, resulta evidente que no se actualiza la hipótesis de cesación total e incondicional de los efectos del acto reclamado prevista en la jurisprudencia invocada por el propio juzgador, razón por la cual el sobreseimiento decretado debe revocarse para que el juicio continúe hasta el dictado de la sentencia constitucional correspondiente.
SEGUNDO REFUTATIO. Cabe mencionar, que el artículo 20 de la Constitución, es clara cuando se señala en los expongo el derecho humano de defensa adecuada, y se sostiene, que el suscrito quejoso desde el inicio de la carpeta de investigación se generaron actos de molestia que no han cesado, por lo que es errado completamente el acuerdo dictado por la autoridad, ¿en qué se basa la autoridad? Para establecer que ha cesado el acto reclamado, así mismo, se concreta, que la autoridad ha actuado en el sentido de responder la solicitud de la parte quejosa realizada mediante escrito de seis de mayo de dos mil veintiséis, pero, no hay ningún hecho que justifique que ha cesado el acto de molestia, luego entonces, debe revocarse, dicha resolución y acordar que se requiera al agente del ministerio público exhiba todas las constancias de la carpeta de investigación donde se me investiga y genera el acto de molestia.

Se tiene que la autoridad decidió que ha cesado el acto reclamado y se dejó sin efectos la audiencia constitucional señalada en el expediente del cual me encuentro recurriendo el acuerdo, y tener que no existe materia sobre la que deba versar la suspensión definitiva solicitada, a pesar de que desde el inicio de la carpeta de investigación se ordenaron los oficios que dan origen a los actos de molestia.




Por lo expuesto y fundado, a Ustedes Señores Magistrados, atentamente se les solicita;
PRIMERO. Tener por presentado al quejoso en los términos del presente escrito interponiendo recurso de revisión.
SEGUNDO. Previo análisis de lo planteado en el presente medio de impugnación, la autoridad podrá determinar una sentencia favorable al suscrito.

LA PARTE QUEJOSA PROTESTA LO NECESARIO.
26 DEJUNIO DEL 2026, CANCÚN, QUINTANA ROO.    

                                                
______________________________________
                              EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA
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